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DEBIDO PROCESO / APLICA POR EXCEPCIÓN PARA EXPEDICIÓN DE BONOS PENSIONALES / EL JUEZ DEBE PROTEGER TODOS LOS DERECHOS / AÚN LOS NO INVOCADOS EN LA DEMANDA
“Conforme al anterior planteamiento, una controversia referente a la tardanza en la emisión de un bono pensional escapa a los propósitos de protección inherentes a la acción de tutela. Sin embargo, distintas Salas de Revisión de esta Corte han estimado que cuando la demora en la emisión de un bono pensional impide el oportuno reconocimiento de pensiones de jubilación o de vejez, la acción de tutela procede como remedio excepcional para la protección del derecho a la seguridad social en conexidad con el derecho al mínimo vital y la dignidad humana” (Sentencia T-0795-2007).

La Corte Constitucional ha sostenido que dada la informalidad de la acción de tutela, cuando el accionante no invoca expresamente la totalidad de los derechos vulnerados, el juez de tutela no solamente tiene la facultad, sino la obligación de proteger todos los derechos que según las pruebas aportadas dentro del proceso encuentre vulnerados, de conformidad con lo establecido en los artículos 3 y 14 del Decreto 2591 de 1991. 

TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL

SALA LABORAL

ACCIÓN DE TUTELA

MAGISTRADO PONENTE: JULIO CÉSAR SALAZAR MUÑOZ

Pereira, diecisiete de septiembre de dos mil dieciocho
Acta N° 0         de  17 de septiembre de 2018
Procede la Sala de Decisión Laboral No 3del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira a resolver el recurso de apelación interpuesto por el señor JORGE HUMBERTO CELIS SALAZAR contra la sentencia proferida por el Juzgado Quinto Laboral del Circuito de Pereira el 3 de agosto de 2018, dentro de la acción de tutela por él iniciada contra el Ministerio de Defensa Nacional, siendo vinculada el Fondo de Pensiones y Cesantías Porvenir S.A.
HECHOS QUE ORIGINARON LA ACCIÓN:

Informa el señor Jorge Humberto Celis Salazar que fue declarado inválido por la justicia laboral y que en virtud a ello inició los trámites para obtener la pensión de invalidez, encontrándose en este momento suspendida su solicitud, en consideración a que Ministerio de Defensa Nacional, no ha reconocido el tiempo que prestó servicio militar.
Refiere que la omisión de la entidad vulnera su derecho fundamental de petición. 

TRÁMITE IMPARTIDO

El trámite de la presente acción, le correspondió por reparto al Juzgado Quinto Laboral del Circuito de esta ciudad, el cual, previo requerimiento del actor para precisar algunos hechos de la acción, la admitió, concedió a la parte accionada el término de dos (2) días, a efectos de que ejerciera su derecho de defensa.  Adicionalmente, fue vinculado a la litis el Fondo de Pensiones y Cesantías Porvenir S.A., al que se le confirió igual lapso para que ejerciera su derecho de defensa.
Mediante escrito de fecha 30 de julio del año que avanza, el fondo privado intervino indicando que no era la persona jurídica llamada a restablecer los derechos fundamentales del actor, toda vez que la acción se encuentra dirigida al Ministerio de Defensa, entidad que debe dar respuesta a la solicitud del demandante, por lo tanto, se configura la “falta de legitimación en la causa” para vincularla al trámite.
La Cartera accionada guardó silencio durante el término conferido para ejercer su derecho defensa.

Llegado el día de fallo, la funcionaria de primer grado negó la protección solicitada al evidenciar que, pese a la consecuencia procesales que implica la falta de respuesta de la demanda de tutela por parte de del Ministerio de Defensa, no obra prueba en el plenario que dé cuenta que en efecto esa entidad recibió la solicitud de certificación laboral que alude el fondo privado elevó a través del centro único de certificantes “CENISS”.
Inconforme con la decisión el tutelante la recurrió, razón por la cual se encuentra el expediente ante esta Corporación para resolver lo pertinente, previas las siguientes 
CONSIDERACIONES 

El asunto bajo análisis plantea a la Sala el siguiente problema jurídico:

¿Acreditó el actor la afectación de sus garantías fundamentales por parte de Ministerio de Defensa Nacional?
Antes de abordar los interrogantes formulados, cabe recordar que el artículo 86 de la Constitución Nacional consagró la acción de tutela para proteger los derechos fundamentales de las personas cuando resulten amenazados o vulnerados por acción u omisión de cualquier autoridad pública, o de los particulares en ciertos casos.

1. PROCEDENCIA DE LA ACCIÓN DE TUTELA 

Una de las características de éste mecanismo de protección excepcional, es la de constituir un instrumento jurídico de naturaleza subsidiaria y residual, que sólo se abre paso cuando el afectado carece de otros medios de defensa, o cuando, existiendo, se la utiliza como mecanismo transitorio de aplicación inmediata, para evitar un perjuicio irremediable.
2. DEL ANÁLISIS DE DERECHOS NO INVOCADOS POR LOS ACCIONANTE.
La Corte Constitucional ha sostenido que dada la informalidad de la acción de tutela, cuando el accionante no invoca expresamente la totalidad de los derechos vulnerados, el juez de tutela no solamente tiene la facultad, sino la obligación de proteger todos los derechos que según las pruebas aportadas dentro del proceso encuentre vulnerados, de conformidad con lo establecido en los artículos 3 y 14 del Decreto 2591 de 1991. 

Es así, que el Alto Tribunal Constitucional ha indicado: 


"La falta de técnica jurídica en la solicitud no puede ser obstáculo para que el juez constitucional desentrañe el interés del peticionario y analice los hechos y las pruebas que surjan de la tramitación de la acción. Por esta razón la Corte Constitucional tiene establecido que es deber del juez de tutela “verificar la veracidad de los hechos narrados, apreciar las pruebas y deducir la violación de los derechos fundamentales invocados, o de otros, que también requieren protección.
”
3. DEL DEBIDO PROCESO

El artículo 29 superior, señala que "el debido proceso se aplicará a toda clase de actuaciones judiciales y administrativas", lo cual indica que tanto las autoridades judiciales como las administrativas, deben actuar respetando y garantizando el ejercicio del derecho de defensa, dentro de los procedimientos diseñados por el legislador y observando los términos establecidos para adelantar las actuaciones.
4. DEL TRAMITE PARA LA EXPEDICIÓN DE BONOS PENSIONALES

En Sentencia T-0795-2007, la Corte Constitucional, frente a la procedencia de la acción de tutela para solicitar la emisión de bonos pensionales, indicó lo siguiente:

“De la jurisprudencia constitucional se desprende que, como regla general, la acción de tutela no resulta procedente para ordenar el reconocimiento de derechos que sean motivo de litigio, pues es claro que, en principio, las controversias suscitadas entre distintas partes se deben ventilar ante los jueces competentes y en uso de los procedimientos para tal efecto establecidos.

Conforme al anterior planteamiento, una controversia referente a la tardanza en la emisión de un bono pensional escapa a los propósitos de protección inherentes a la acción de tutela. Sin embargo, distintas Salas de Revisión de esta Corte han estimado que cuando la demora en la emisión de un bono pensional impide el oportuno reconocimiento de pensiones de jubilación o de vejez, la acción de tutela procede como remedio excepcional para la protección del derecho a la seguridad social en conexidad con el derecho al mínimo vital y la dignidad humana
.

Así, respecto de aquellos casos en los cuales el reconocimiento y pago de una pensión depende de la exigencia de un bono pensional, la jurisprudencia de esta Corporación ha indicado que la tutela procede siempre que no sea utilizada como mecanismo para pretermitir el trámite administrativo correspondiente o para procurar la protección del derecho de petición sin haber presentado solicitud expresa a la entidad encargada de emitir el bono (i) y, de igual manera, ha insistido en que se debe comprobar que los trámites administrativos dilatan de manera injustificada la decisión de fondo sobre la pensión (ii) y que a causa del retardo en la expedición del bono pensional se produce una vulneración de derechos fundamentales, dadas las especiales condiciones de la persona que aspira a obtener la pensión (iii)
”.
Ahora, en la Sentencia T-059 de 2017, la misma Corporación determinó los pasos que deben seguirse para la liquidación, expedición, emisión y redención de bonos pensionales, siendo éstos: 

“Por otra parte, el procedimiento para la liquidación, emisión y expedición de los bonos pensionales tipo A presupone el agotamiento de las siguientes etapas: (i) conformación de la historia laboral del afiliado; (ii) solicitud y realización de la liquidación provisional; (iii) aceptación por parte del afiliado de la liquidación provisional; (iv) emisión; (v) expedición; (vi) redención y (vii) pago del bono pensional. A continuación se describirán brevemente cada una ellas:

(i) Una vez el beneficiario del bono realiza la solicitud, de conformidad con lo previsto en el artículo 22 del Decreto 1513 de 1998, el primer paso para la tramitación del bono pensional es la conformación de la historia laboral del afiliado, que se realiza mediante la información que éste suministra a su AFP y la información que la AFP solicita a las entidades a las cuales el trabajador realizó cotizaciones diferentes al ISS. La información así obtenida es ingresada por la AFP al Sistema Interactivo que para el efecto tiene la OBP
. La información sobre cotizaciones realizadas por el trabajador al ISS se obtiene del archivo masivo que para el efecto tiene el ISS. Si se presenta alguna variación posterior de esta información y así lo certifica el ISS, la AFP debe digitar esta nueva información en el Sistema Interactivo de la OBP.

(ii) Conformada la historia laboral, la Administradora de Fondos de Pensiones, en representación del afiliado, debe solicitar al emisor del bono pensional la liquidación de éste, para lo cual debe definir el salario base para el cálculo del bono pensional.
(…)”
5. CASO CONCRETO

Si bien la acción de tutela no fue concebida para ser utilizada como mecanismo principal por quienes aspiran al reconocimiento y pago de la pensión de invalidez, lo cierto es que esta actuación ha permitido establecer que se ha presentado un obstáculo que han impedido que Porvenir S.A. defina si el actor le asiste o no derecho a la prestación reclamada.

Del libelo inicial y de la aclaración que de los hechos de la acción hizo el tutelante ante el requerimiento del Juzgado, se infiere que la inconformidad del actor radica en que el fondo privado no ha podido adelantar los trámites relacionados con la conformación de su historia laboral debido a la omisión del Ministerio de Defensa de certificar el tiempo en que prestó el servicio militar en el Ejército y en la Armada Nacional.

Ahora, si bien no obra prueba en el plenario de que el accionante elevó petición en ese sentido a la Cartera accionada, no existe duda alguna que Porvenir S.A., dentro del trámite que le compete, solicitó a esa entidad la certificación de los tiempos cotizados por el aspirante a pensionado y prueba de ello es la comunicación que obra del folio 4 del expediente, donde le informa al señor Celis Salazar el trámite que se viene adelantado, consistente en la conformación de su historia laboral para lo cual acudió al “Centro Único de Certificantes – CENISS.  En ese entendido, resulta lógico entonces que con el libelo inicial no haya sido aportada evidencia de la reclamación presentada con ese fin.

Sin embargo, no por esa sola circunstancia había mérito para desconocer el derecho al debido proceso que le asiste al señor Celis Salazar, pues además de que Porvenir S.A. dio cuenta de la actuación que se encontraba surtiendo y que al dar respuesta a la acción ratificó que era el Ministerio de Defensa Nacional el que estaba comprometiendo los derechos fundamentales del actor, se tiene que esa Cartera no controvirtió el fundamento fáctico de la demanda, pues recuérdese que ningún pronunciamiento hizo al respecto.
En ese orden de ideas, como quiera que Ministerio accionado, no había cumplido con la carga que le compete dentro del trámite pensional adelantado por actor, lo propio era amparar el derecho fundamental al debido proceso.
No obstante, luego de que se profiriera el fallo de primer grado, esa entidad acreditó ante el juzgado de conocimiento, que el día 6 de agosto del año que avanza, diligenció la “CERTIFICACIÓN ELECTRÓNICA DE TIEMPOS LABORADOS” -CETIL-, con destino a la Oficina de Bonos Pensionales del Ministerio de Hacienda y Crédito Público –fl 40 a 43 del cuaderno de primera instancia-.
En el anterior orden de ideas, habrá de revocarse la decisión impugnada en tanto que el juzgado de conocimiento no encontró acreditada la vulneración pregonada por el tutelante, pero, como quiera que se presenta la carencia actual de objeto, se declarará superado el hecho que originó esta acción. 
En virtud de lo anterior, la Sala de Decisión Laboral No 3º del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, administrando justicia en nombre del Pueblo y por mandato de la Constitución, 

RESUELVE:

PRIMERO: REVOCAR la sentencia proferida por el Juzgado Quinto Laboral del Circuito de Pereira, el día 3 de agosto de 2018.
SEGUNDO: DECLARAR la carencia actual del objeto por hecho superado.
TERCERO: NOTIFICAR a las partes por el medio más expedito.


CUARTO: ENVÍESE, lo más pronto posible, a la Corte Constitucional, para su eventual revisión.

Notifíquese y Cúmplase.

Quienes Integran la Sala,

JULIO CÉSAR SALAZAR MUÑOZ

FRANCISCO JAVIER TAMAYO TABARES               ANA LUCÍA CAICEDO CALDERON
� T-137-08


� Corte Constitucional, Sentencia T-801 de 2006. M. P. Rodrigo Escobar Gil.


� Cfr. Corte Constitucional, Sentencia T-589 de 2004. M. P. Rodrigo Escobar Gil.


� Oficina de Bonos Pensionales del Ministerio de Hacienda y Crédito Público. 
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